
































































































































JURISPRUDENCIA 

3. En el mes de noviembre de 1991los sus­
critos señ.ores B., C. y G. interpusieron, por 
separado, acciones de tutela contra los juzga­
dos que inicialmente loS condenaran a medidas 
de seguridad de mínimo dos (2) ai!os y de má­
ximo indeterminado. Citan como violados sus 
derechos a la libertad (C. P., art. 28), a la 
igualdad (C. P., art. 13), a la dignidad de 
la persona (C. P., art. 1), a la prescriptibili­
dad de las medidas de seguridad (C. P, arts. 
28 y 29) y a la seguridad jurídica. 

4. De la acción de tutela ejercitada por el 
señ.or Luis Francisco B. contra el Juzgado 
Primero (l 0 ) Superior de Bucaramanga, co­
noció la Sala Penal del Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Bucaramanga,la cual con­
cedió la tutela pedida y ordenó al Juzgado 
Primero Superior disponer la cesación de la 
medida de seguridad que cobijaba al señor B. 

La Sala Penal del Tribunal Superior basó 
su decisión en las valoraciooes psiquiátricas 
practicadas al sefíor Barajas en 1990, según 
las cuales "se trata de un paciente anciano 
con el deterioro oormal de su avanzada edad 
y que no presenta sintomatología en la actua­
lidad, no recibiendo por lo tanto ningún tipo 
de medicación ni presentando problemas de 
manejo". 

A juicio de la Sala, "el condenado, por 
virtud del tratamiento a que fue sometido, 
que prácticamente culminó en el añ.o de mil 
novecientos sesenta y ocho, en el que le fue 
suspendida toda medicación, ha adquirido su­
ficiente adaptabibilidad al medio social en que 
ha de desenvolverse'', por 1o que resulta evi­
dente la cesación de la medida de seguridad, 
en contra del anterior roncepto del Juzgado 
Primero Superior de Bucaramanga ¡ma el cual 
"la duración de la medida de seguridad im­
puesta al enfermo mental permanente depen­
de de su curación (fl. 44)por lo que no amerita 
ningún pronunciamiento''. 

La Sala Penal del Tribunal Superior deBu­
caramanga afirmó que condicionar la suspen­
sión o cesación de la medida de seguridad 
a la recuperación de la salud mental del con­
victo incurable ''equivale a hacerla perpetua 
e irredimible", con lo que se configuraría el 
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desconocimiento del derecho a la libertad, a 
la igualdad ante la ley, a la prescritibilidad 
de las medidas de seguridad, a la seguridad 
jurídica y a la dignidad humana. 

5. El seilor Luis Jesús C. G. presentó di­
rectamente en el Juzgado Quinto (5°) Penal 
del circuito de Santa Fe de Bogotá acción de 
tutela con fundamento en la violación ya men­
cionada. 

En providencia del cinco (5) de diciembre 
de 1991, el juez quinto (5°) penal del circuito 
decidió que la solicitud del señ.or C. G. "no 
puede ser materia de acción de tutela", por 
disponer el afectado de otro medio de defensa 
judicial y ser el Juzgado Once (11) Superior 
de Santa Fe de Bogotá, como autoridad judi­
cial de quien depende la causa, la llamada 
a determinar si edste la supuesta violación 
de los derechos fundamentales del solicitante. 

Impugnada la anterior ¡:rovidencia por el 
interesado, tanto el Juzgado Quinto (5°) Pe­
nal del circuito oomo el Juzgado Once (11) 
Superior de Santa Fe de Bogotá se negaron 
a darle trámíte. El primero por considerar 
que su providencia era un auto de simple trá­
mite en el cual no se resolvía sobre la acción 
de tutela sino que la petición del seilor C. 
G. ''debe interpretarse en sano criterio como 
una nueva solicitud para la suspensión de la 
medida de seguridad". En criterio del segun­
do, el Juzgado Quinto (5°) Penal del Circuito 
sí era competente para resolver la impugna­
ción porque en la decisión del cinco (5) de 
diciembre de 1991 ''está resolviendo adversa­
mente pretensiones del interno C...ortés 
González". 

Luego de repetidos envía; y devoluciones 
de las dili!!"ncias de un juzgado a otro, estas 
fueron finalmente remitidas al Tribunal Su­
perior del Distrito Judicial de Santa Fe de 
Bogotá. Fl Tribunal, como juzgador de se­
gunda instancia, confirmó la providencia del 
cinoo (5) de diciembre de 1991, al estimar "que 
las expresiones utilizadas por el Juzgado Quin­
to (5°) Penal del Circuito en su auto del cinco 
(5) de diciembre no dejan duda alguna de que 
consideró improcedmte la acción de tutela 
en la situación jurídica que atraviesa C. G. y 

que por lo tanto resolvió negativamente ese 
petitum de tutela aunque la misma funciona­
ria se haya negado luego a reconocerlo". 

El argumento central de la decisión del Tri­
bunal Superior se basa en la improcedencia 
de la acción de tutela por cdstir otros recur­
sos o medios judiciales, siendo evidente que 
"el procesado Luis Jesús C. G. dispone aún, 
dentro del proceso que ha motivado su priva­
ción de libertad, de la posibilidad de seguir 
solicitando la suspensión de la medida de se­
guridad que lo afecta y, en el evento de negati­
va por parte del Juzgado Once ( 11) Superior, 
de interponer los recursos legalmente previs­
tos contra una determinación en ese sentido''. 

6. Por su parte, de la acción de tutela inter­
puesta por el sefior Bernardo G. S. contra 
sentencia del Juzgado SeglDldo Superior de 
Bucaramanga del cinco (5) de febrero de 1963, 
conoció la Sala Penal del Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Bucaramanga. Me­
diante sentencia del veintidós (22) de enero 
de 1992, dicha Sala resolvió denegar la solici­
tud de tutela formulada con el argumento de 
la existencia de una "amarga paradoja -
atribuible a la im¡:revisión estatal-la de que 
siendo innecesaria la reclusión por haber de­
saparecido jurídicamente el motivo que la ge­
nerara, no se la pueda ordenar judicialmente, 
por no darse la condición de hecho, suspensi­
va, impuesta por los facultativos y que los 
falladores no podrían obviar sino aduciendo 
argumentos invalidativos''. 

En efecto, según el Tribunal, "al repasar 
el informativo procesal del peticionario se ob­
serva que desde el afio 72 ha estado suplican­
do se suspenda el internamiento y que desde 
el 79 los peritos conceptúan que el tratanñen­
to de su dolencia podriahacerse ambulatoria­
mente, pero condicionando esta alternativa 
a que un pariente o alguna institución de be­
neficencia quiera recibirlo, ya que por sí solo 
no está en condiciones de poderse valer. En 
el 82 se advierte que auiXlue es remota la posi­
bilidad de que pueda causar daño, las convul­
siones que padece han deteriorado 
notoriamente su mente, por lo que amerita 
de cuidados y atención médica permanente 
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(C. 4, 26). Otros informes con pronósticos 
semejantes se condujeron con ocasión de la 
reiteración del pedimento y solo en el 88 se 
descrepa de los anteriores. En el89 sin embar­
go se torna a la tendencia precedente, repi­
tiendo que se le puede dar de alta a condición 
de que su familia o alguna entidad se respon­
sabilice de su cuidado, "porque no puede va­
lerse por sí ni.ismo". 

FuNDAMENTOS JURÍDICOS 

l. La dignidad humana, cuya vulneración 
ponen de presente los rechlsos que en esta 
ocasión han ejercido la acción de tutela, es 
en verdad principio [undante del Estado (C. 
P., art. 1). Más que derecho en sí mismo, 
la dignidad es el presupuesto esencial de la 
consagración y efectividad del entero sistema 
de derechos y garantías contemplado en la 
Constitución. 

La dignidad, como prinápio fundante del 
Estado, tiene valor absoluto no susceptible 
de ser limitado ni relativizado bajo ninguna 
circunstancia, lo que a menudo sí acaece con 
los derechos que deben necesariamente coe­
xistir con otros y admiten variadas restric­
ciones. 

La naturaleza de principio que ostenta la 
dignidad humana, impide que su desconoci­
miento pueda ser alegado de manera principal 
y única como causa de la acción de tutela. 
Sin embargo, ella se resiente cada vez que 
una acción u omisión de una autoridad públi­
ca viola o pone en peligro un derecho funda­
mental. Además del quebrantamiento de un 
deredJ.o fundamental, el accionante de la tu­
tela puede invocar -oomo ocurre en el pre­
sente caso-el agravio infligido a su dignidad 
humana, y asi el juez podrá apreciar en su 
fallo tanto la conculcación del derecho como 
la profanación de la dignidad. 

2. En 1os libelos de tutela se denuncia la 
situación de desigualdad ante la ley a la que 
el Código Penal (arts. 94-96) sujeta a los inim­
putables. Para estos, las denominadas medi­
das de seguridad contemplan un mínimo, pero 
el máximo queda indeterminado. Tratándose 
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de los imputables, expresión quizá inexacta 
Y que aqui se utiliza solo para contraponerla 
a la de inimputables, la ley al disponer la san­
ción señala un mfnimo y un máximo de la pena. 

El artículo 13 de la C. N. establece: 
"Todas las personas nacen libres e iguales 

ante la ley, recibirán la misma protección y 
trato de las autoridades y gozarán de los mis­
mos derechos, libertades y oportunidades sin 
ninguna discriminación por razones de sexo, 
raza, origen nacional o familiar, lengua, reli­
gión, opinión politica o filosófica. El Estado 
promoverá las condiciones para que la igual­
dad sea real y efectiva y adoptará medidas 
en favor de grupos discriminados o margina­
dos. El Estado protegerá especialmente a aque­
llas personas que por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstan­
cias de debilidad manifiesta y sancionará los 
abusos o maltratos que contra ellas se cometa". 

De la norma transcrita puede inferirse que 
una hipótesis de desigualdad sería la de dedu­
cir consecuencias jurídicas diferentes de si­
tuaciones de hecho semejantes, apelando para 
el efecto a elementos de diferenciación irra­
cionales o arbitmrios. 

3. La naturaleza jurídica de las medidas 
de seguridad, no es tema pacífico en la ciencia 
penal. Algunos sostienen su carácter de pena 
que debe tener por lo tanto tma duración defi­
nida, si no desea desvirtuar el principio de 
legalidad. Otros reconocen en ella una fun­
ción no sancionatoria sino de protección del 
enfermo y de la sociedad, pudiendo levantar­
se o suspenderse cuando aquel no represente 
peligro para esta. 

En materia constitucional, independiente­
mente de su naturaleza, la medida de seguri­
dad que afecta a los inimputables limita sus 
derechos fundamentales en ruanto supone pri­
vación de su libertad, la rual -se encuentra 
justificada en la ley en cuanto hace a la comi­
sión de un delito pero debe de todas maneras 
apreciarse desde el punto de vista de la equi­
dad de trato frente al régimen punitivo ordi­
nario, lo que conduce a analizar si la m.ü;ma 
viola el principio de igualdad ante la ley. 
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4. La nota diferencial de la medida de 
seguridad, frente a la pena ordinaria, consiste 
en el "máximo indeterminado", que apareja 
la primera. Podria desconocerse la equidad 
de trato y por ende el principio de igualdad 
si, en la limitación de los derechos fundamen­
tales de los inimputables. como consecuencia 
de la aplicación de la ley penal, no obra un 
elemento diferenciador relevante que racio­
nalmente justifique la disparidad de la pena 
ordinaria y de la medida de seguridad en lo 
que concierne a su duración. 

La intención subjetiva presente en el mo­
mento de cometer el delito es el elemento que 
distingue las situaciones en que se ven com­
prometidos los imputables y que está ausente 
cuando la acción es realizada por los inimpu­
tables, incapaces de comprender la ilicitud de 
su conducta y determinarse de acuerdo con 
dicha comprensión. 

La conducta y el agente conforman para 
la ley penal un conjunto unitario que, con 
base en el indicado elemento, es claramente 
distinguible según se trate del imputable o 
del inimputable, de modo que las consecuen­
cias jurídicas -pena y medida de seguridad­
son diferentes y ello es así pues se originan 
en presupuestos diversos. La distinción que 
opera la ley penal, a juicio de la Corte, no 
es arbitraria, máxime si el legislador al otor­
garle mayor peso a la intencionalidad del acto 
ha buscado conferirle más severidad a la pe­
na. De otra parte, la medida de seguridad 
-mirada no a partir de su presupuesto sino 
de su consecuencia- tiene entidad y singula­
ridad propias, explicables por su finalidad re­
habilitadora del enfermo. 

5. La constitucionalidad de la ley no es óbice 
para considerar que su aplicación en una si­
tuación particular puede resultar, atendidas 
las especiales circunstancias presentes, incons­
titucional, y deba prescindirse de darle apli­
cación. Ello ocurre cuando los efectos de 
la ley referidos a una situación singular, pro­
ducen consecuencias contmrias a la propia 
Constitución, en un momento inicial o poste­
riormente. 

6. En los tres casos examinados, los reclu­
sos han permanecido privados de su libertad 
por el término de veintiséis (26) años y cuatro 
(4) meses Luis Francisco B., veintidós (22) 
ailos Luis Jesús C. G. y treinta (30) años Ber­
nardo G. S. En el primer caso el doctor A. 
S., médico psiquiatra del hospital Julio Man­
rique de Sibaté, donde se encontraba recluido 
el señor Luis Francisco B., conceptuó en va­
loración psiquiátrica realizada el 9 de agosto 
de 1990 que "se trata de un paciente anciano 
con el deterioro normal de su avanzada edad 
y que no presentasintomatologia en la actua­
lidad, no recibiendo por tanto ningún tipo 
de medicación ni presentando problemas de 
manejo'', habiendo sido suspendida la medi­
cación desde 1968. En el segundo caso, desde 
enero de 1982 el médico E. D., director del 
anexo psiquiátrico de la Penitenciaría Central 
de Colombia había conceptuado que el com­
portamiento del señor Luis Jesús C. G. "es 
tranquilo sin rasgos de peligrosidad, pero to­
talmente ajeno a lo que acontece a su alrede­
dor" ( ... ) "su permanencia en el anexo no 
es necesaria, consideramos de mayor benefi­
cio su traslado a una institución psiquiátrica 
de beneficencia, o si las condiciones le permi­
ten un control médico ambulatorio, bajo la 
responsabilidad de sus fanñliares". Y, en el 
tercer caso desde 1982 se advirtió por parte 
de los especialistas D. M. A. y A. R. G., 
médicos forenses del Instituto de Medicina 
Legal, que "ex~nado el señor bernardo G. 
S., dictaminamos que por su estado normal 
y físico, en la actualidad y en el momento, 
la peligrosidad de que vuelva a causar daño 
en sociedad, es de remota posibilli.ad". 
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tad a las indicadas personas sujetas a las me­
didas de seguridad. Tratándose de convictos 
incurables, exigir su completa rehabilitación 
carece de razonabilidad, debiéndose en justi­
cia supeditar la libertad a la comprobación 
de la no peligrosidad aunada a la adquisi­
ción de un adecuado grado de adaptabilidad 
social. La ausencia de apoyo familiar, por 
sí misma, no es criterio suficiente para mante­
ner indefinidamente privado de la libertad al 
convicto enfermo incurable, que reúne las dos 
condiciones anteriores, y de ser cierta esa cir­
cunstancia el campo de soluciones en un Esta­
do social no puede limitarse de manera tan 
inhumana. Menos atendible es todavía el plan­
teamiento del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Santa Fe de Bogotá -Sala 
Especial- que no ve vulneración de derecho 
alguno y fundamenta la denegación de la tu­
tela en la posibilidad que el ordenamiento le 
brinda al recluso, enfermo incurable, para so­
licitar periódicamente ante el juez que decretó 
la medida su levantamiento concurriendo la 
causal para ello, que es precisamente lo que 
aquel durante los últimos diez años infructuo­
samente trató de hacer. 

7. En los tres casos examinados, los moti­
vos invocados por los jueces para mantener 
las medidas de seguridad respectivas, carecen 
manifiestamente de razonabilidad. En estas 
condiciones los efectos de la ley, frente a di­
chas situaciones, deben cesar por contrariar 
expresas disposiciones constitucionales Y eri­
girse en afrenta a la dignidad humana en una 
sociOOad democrática y justa. 

8. Según el art. 28 de la Constitución, en 

No obstante lo anterior, los diferentes jue­
ces, pese a las solicitudes de levantamiento­
de las medidas de seguridad, fundadas en los 
dictámenes médicos atrás referidos, se abstu­
vieron de darles curso favorable. Indistinta­
mente se alegó por los jueces ora la solo parcial 
recuperación del enfermo ya la ause?cia d_e 
apoyo familiar que hacía temer por su mtegrt­
dad personal luego de adquirir la libertad. 

ningún caso podrá haber penas y medidas de 
segmidad imprescriptibles. Medidas de segu­
ridad que se prolonguen indefinidamente, no 
obstante que su finalidad se encuentre cum-
plida, adquieren de hecho la .característic~ de 
imprescri¡:tibilidad que reptdia el ordenamlen­
to constitucional. 

9. El ar. 34 de la Constttución prohíbe la 
pena de prisión perpetua. Supeditar la cesa­
ción de una medida de seguridad impuesta 
a un inimputable incurable a su completa re­
habititación, sabiendo de antemano que ella es 

Los motivos alegados de suyo carecen de 
justificación para mantener privadas de liber-
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imposible, equivale a que esta haga tránsito 
a pena perpetua, máxime si se acredita que 
el convicto no reviste peligrosidad y está en 
grado de adaptarse adecuadamente a la socie­
dad. El principio pro Jibertate obliga al juez 
a escoger la alternativa menos gravosa para 
el recluso. 

10. La prolongación indefinida de las me­
didas de seguridad -en los presentes casos­
vulneró el derecho a la libertad consagrado 
en el art. 28 de la Constitución Política. Si 
bien los jueces al negarse a ordenar la cesa­
ción de las medidas de seguridad, lo hacían 
en desarrollo de precisas competencias a ellos 
atribuidas por el Código Penal, no advirtie­
ron, en las di~erentes situaciones, cómo los 
efectos de la ley contrariaban las menciona­
das disposiciones constitucionales, justo a par­
tir del momento en que perdía sustento la 
razonabilidad de las medidas de seguridad y 
su reiterada negativa a levantarlas producía 
u~a prolongación indefinida e injusta de las 
mismas. 

11. Las violaciones a los derechos funda­
mentales que en los tres casos amparaban a 
los reclusos, inimputables , incurables, aban­
donados sin justificación jurídica y durante 
varios lustros de su existencia en un anexo 
penitenciario cuya precariedad es públicamente 
conocida, evidencian la transformación de una 
pena o medida de seguridad, en un comienzo 
lícitamente impuesta, en pena o medida de­
gradante y cruel y, por tanto, inconstitucional 
(C. P., art. 12). La dignidad humana fue aquí 
desconocida, olvidándose que toda persona, 
en razón de su condición humana, exige igual 
consideración y respeto y debe reoonocérsele 
capacidad de autoderminación y posibilidad 
de goce de los bienes inapreciables de la exis­
tencia. Tratándose de enfermos incurables 
la autodeterminación y la posibilidad de go~ 
zar de la existencia no les puede ser negada 
y.ellas son las que resulten más adecuadas y 
aJustadas a su disminuida condición física 
y mental. Los inimputables , enfermos incu­
rables, pertenecen al grupo de los disminui­
dos físicos, sensoriales y psíquicos y el trato 
que la sociedad y el Estado deben dispensarles 
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no es el de ''igual consideración y respeto'' 
sino el de "especial consideración, respeto y 
atención" (C. P, art. 47), precisamente por 
su misma condición y en obedecimiento a los 
principios de respeto a la dignidad humana 
y de solidaridad, sobre los cuales se edifica 
el estado social de derecho (C. P., art. 1). 

12. De acuerdo con lo señalado por el art. 
13 de la Constitución Política y reiterado por 
el art. 47 del mismo estatuto, el Estado debe 
proteger y atender de manera especial a las 
personas con debilidad manifiesta por su con­
dición económica, física y mental. Los con­
victos inimputables sujetos a una injusta y 
prolongada privación de su libertad, cesado 
el motivo de la oorrespondiente medida de 
seguridad, deben ser objeto de la protección 
integral por parte del Estado si se encuentran 
en circunstancias de debilidad manifiesta, tal 
y como ocurre en los tres casos examinados 
en esta providencia. La situación descrita trans­
forma la obligación genérica del Estado fren­
te a las personas débiles o marginadas en 
obligación específica y hace nacer el correiati­
vo derecho a exigir las prestaciones corres­
pondientes por parte de las personas en quienes 
concurran las circunstancias de debilidad ma­
nifiesta. El estado social de derecho (C. P., 
art. 1) impone la solución señ.alada ante los 
casos de manifiesta injusticia material y vul­
neración de la dignidad humana, cuando ha 
sido el mismo Estado el primero en eludir 
sus compromisos. 

13. El gobierno, a través de los Ministerios 
de J usticiay Salud, deberá ¡resentar dentro de 
los treinta (30) días siguientes a la notifica­
ción de esta providencia los programas de 
atención y protección integral de las personas 
que serán beneficiadas con la cesación de las 
medidas de seguridad y que, en consecuencia, 
se reintegrarán a la sociedad en circunstancias 
de debilidad manifiesta. 

14. La acción de tutela era en las circuns­
tancias anotadas el medio idóneo para impe­
trar la protección de los derechos fundamen­
tales cercenados y para restablecer el respeto 
a la dignidad humana, tanto -en lo que con-
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cierne a su eficacia como a su efectividad, máxi­
me si se tiene en cuenta que bs medios judicia­
les ordinarios constantemente utilizados por los 
accionante; se revelaron en la práctica como 
insuficientes para proteger sus derechos. 

cial de Bucaramanga del veintidós (22) de enero 

de 1992. 

15. De acuerdo con lo expuesto se procederá 
a confirmar la sentencia de tutela proferida por 
la Sala Penal delllibunal Superior del Distrito 
Judicial de Bucaramanga del doce (12) de di­
ciembre de 1991 y a revocar la sentencia dictada 
por el Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Santa Fe de Bogotá -Sala Especial- del 
treinta (30) de enero de 1992, así como la sen­
tencia de la Sala Penal del Tribunal Supetior 
del Distrito Judicial de Bucararnanga del vein­
tidós (22) de enero de 1992. Como consecnencia 
de la revocatoria se deberá producir en cada 
caso la cesación de la correspondiente medida 
de seguridad, a fm de restablecer a los accio­
nantes en el ejercicio de su derecho a la libertad. 
En razón de la condición de debilidad manifies­
ta de las personas mencionadas en esta provi­
dencia, y solamente por esta circunstancia, ellas 
deberán permanecer en el anexo penitenciario 
hasta el momento en que el Estado -a través 
de los ministros imicados y del concurso e in­
tervención de los organismos y personas que 
ellos consideren del caso vincular- asuma la 
protección integral, lo cual deberá prnducirse 
dentro de los cuarenta y cinoo (45) dias siguien­
tes a la notificación de la sentencia. 

Decisión 

En mérito de lo expuesto, la Sala Segunda 
de Revisión de la Corte Constitucional, 

Resuelve 

Primero. -Confirmar la decisión de la Sala 
Penal del Tribunal Superior del Distrito Judi­
cial de Bucararnanga del doce (12) de diciem­

bre de 1991. 

Cuarto.-Reconocer el derecho a cargo del 
Estado a la atención integral, para la debida 
protección suya y de la sociedad, en favor 
de los señ.ores Luis Francisco B., Luis Jesús 
C. G. y Bernardo G. S, de conformidad con 
los programas que para el efecto deberán pre­
sentarse y los cuales se <lli:eñ.arán teniendo 
en cuenta las condiciones económicas, físicas, 
psíquicas, familiares y de todo orden de las 
personas nombradas. 

Quinto.-Ordenar que la protección integral 
que se reconoce se canalice a través de los Mi­
nisterios de Justicia y Salud. En consecuencia, 
los titulares de los dos indicados ministerios 
deberán presentar dentro de los treinta (30) dias 
siguientes a la notificación de esta providencia 
tanto al Tribunal Supetior del Distrito Judicial 
de Santa Fe de Bogotá y a la Sala Penal del 
Tribunal Superior dei Distrito Judicial de Buca­
ramanga, así cotm a la Corte Constitucional 
--Sala segunda de revisión- sendos progra­
mas de atención integral que se ajusten a lo 
seilalado en el punto quince (15) de los funda­
mentos jmidicos. En todo caso, dentro de los 
cuarenta y cinco (45) dias siguientes a la notifi­
cación de esta sentencia, el Estado, a través 
de dichos ministerios, deberá haber asumido 
la protección integral de los señores Luis Fran­
cisco B., Luís Je;ús C. G. y Bernardo G. S., 
para ios efectos claramente indicados en el epí­
grafe cuarto de la parte resolutiva de esta provi­
dencia y en los fundamentos jurídicos doce (12), 
trece (13) y quince (15). 

Sexto.-Notificar a los ministros de justi­
cia y salud el contenido de esta providencia 
a fin de que en el término indicado en la mis­
ma se proceda a dar cumplhniento a lo orde­

nado en ella. 

Segundo.-Revocar la sentencia del Tribu­
nal Superior del Distrito Judicial de Santa 
Fe de Bogotá -Sala Especial- del treinta 
(30) de enero de 1992. 

Tercero.-Revocar la sentencia de la Sala 
Penal del Tribunal Superior del Distrito Judi-

Séptimo.-Ordenar que las decisiones que 
deben adoptarse en desarrollo de lo previsto 
en el art. 36 del decreto 2591 de 1991, se con­
formen a lo dispuesto en esta providencia y 
en particu1ar a lo señ.alado en el numeral quince 
(15) de los fundamentos jurídicos. 

CóPiese, comuníquese, cúmplase e insérte­
se en la Gaceta de la Corte Constitucional. 
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*** 
COMENTARIO 

La sentencia transcrita presenta no pocos aspectos de es e iai . . 
Algunos, que podrían ser caracterizados . . . P e .importancia. 
exclusivo tratamiento or la d . por su ono;ntacwn a cuestwnes de casi 
inimputables actúan P · t ~ógmática penal, por ejemplo el referente a que los 

sm m ene¡ n, postura muy discutible en la qu 1 C 
:~~y~s!~t~~do sustentar una posición válida, no serán objeto de tr:t:UUe~: :: 

1 
. Objo;to de tratamiento será la exigencia de respeto a la dignidad hum d 

Ya e~j~~~~:ednte la sanciódn penal; la. prescriptibilidad de las medidas d:ns~~;:~ 
o asigna o a las rmsmas. 

l. La dignidad humana como criterio rector de la ejecución penal 
Para quien sea ale ¡ t · 1 . 

1 ' no a a erDllno ogia y al discurso propio de lo j·ur"d" 
Y para a mayoría de Jos iniciad . 1 ICO, 
la decisión del T "b al S ~s en estas cuestwnes, resultaría motivo de escándalo 
por B G S n. un¡ upenor de Bucaramanga dentro del trámite propuesto 

· · ·' segun a cual el accronante debía · . 
necesidad para ello deb. d . . . permanecer reclmdo sm existir 
y valga la redund~nci 1 o a una ImprevlSI~n.estatal, en actitud que la Corporación, 

. a, amargamente califica de "amarga paradoja". 
. Lo antenor denota la deificación del texto legal dentro de u . . • 

asJstemática que contrasta con la finalidad q d b. na m~erpre~acwn 

~oc:~~o~~~ Pd:si~~~i~%~:~~~~~ve~~i~ soc.i~, ;: ¡a::~~:n:~c~:~:~~=;~~ J~~:~~ 
mejorestar dice estar el orde' . une¡. n .. e os cuales, de sus derechos y de su 
de equidad y de justicia el namJento !undico. ~epugna al más mínimo sentido 
posibilidad d q~ se sacnfique la libertad de una persona ante la 

e encontrar una disposición que expre t 1 . 
to, justificando suspender la privación de un d hsamen e so ucJone el ~aso concre-

. d erec o que ya se ha hecho mnecesar· · 

~~ :;:~a s:~~n~:::'~:;:¿~~~~~~~e~=~~~:=~~/e .un edi~cio teóric? q~; 
~pho de) principios. rectores y constitucionales que dem:;:o(;x::~:d~~:!,ogo 
es e caso ' la adopción de una solución diferente. en 

la re!:i~~:g=~= ~~= :;~i~~t~!:e~~~~:~i~~ede ~~a 
1
med¡da .de segu~idad se pr~duce 

La discusión inacabada en el medio sob : 1 ~ ar e SUJeto pasivo de la misma. 
predicar de las medidas imponibles ; los i:mp~~~~er de pendas lo ~~· que quepa 
de lado que e al · es, no pue e eg1timar el dejar 
que por su' c~dmera se~ su car.ácter, existe la mencionada restricción de derechos, 
de legalidad. er sancwnatono ha de estar sometida, entre otros, al principio 

Dentro de la perspect" d . . 1va comenta a es saludable y necesaria la ado · · d 
un cnteno que no eluda el sustrato común de penas y medidas: su carácter s~~~~na~ 
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torio; para, a partir de ahí, someterlas a una serie de principios que han de regir 
la ejecución penal en sus distintas modalidades. 

La necesidad de extender a este campo el principio de igualdad ante la ley resulta 
apremíante en el medio, y la Corte trasega por tal camino, como lo explicita en 
el fundamento número 3; además de acudir a un criterio totalmente realista en 
el número 11, al concluir que mantener a los inimputables incurables' 'abandonados 
sin justificación jurídica" en establecimientos de precariedad notoria, torna en ilícita 
la medida que inicialmente contaba con un carácter opuesto. 

La apreciación y valoración de la realidad de la ejecución de la sanción es uno 
de los aspectos más trascendentales de la providencia, en un medio donde la misma 
ha sido desatendida de manera consuetudinaria. Solo atendiendo a la quiebra de 
los postulados que según el art. 12 del C. P. inspiran las penas y las medidas 
de seguridad, podrá construirse una alternativa efectiva al fraude que entre nosotros 
vienen constituyendo tales enunciados. 

2. Imprescriptibilidad de las medidas de seguridad 

Este enunciado constituye en punto a medidas imponibles a inimputables, quizá 
la modificación más importante introducida por la Constitución de 1991. Los distin" 
tos casos analizados en la providencia ponen de presente que entre nosotros las 
medidas habían adquirido un carácter perpetuo, en los eventos en los que se deman­
daba para su levantamiento la curación de quien padecía una perturbación generado-_ 
ra del estado de inimputabilidad, caracterizada por ser incurable. 

Precisamente en estos eventos resultaba de trascendental importancia asentar la 
necesidad de la medida en la peligrosidad del agente: esta podía considerarse ausente, 
no obstante el sujeto no hubiese recuperado la normalidad psíquica. Con todo, 
no parece ser este el fundamento más adecuado, en un Estado democrático, de 
las sanciones a que se hace alusión, como se seilalará en el aparte siguiente. 

El que la medida no puede tenerse por imprescriptible conforme a lo dispuesto 
por el texto constitucional, no significa mucho más que debe fijarse un térmíno 
máximo de duración de la misma, que permíta establecer cuándo no podrá proceder­
se a su ejecución, debido a su no cumplimíento efectivo, a falta de una disposición 
que expresamente seilale el término. Sin ese máximo, como en el régimen del Código 
Penal, arts. 94 a 96, no habrá plazo en el cual prescriba la mísma; razón por 
la cual el sujeto estará a perpetuidad sometido a que en cualquier momento se 
le recluya, en función de procurar su "curación, tutela y rehabilitación". Ello ha 
significado, no solo en Colombia sino también en España, hacer de los inimputables, 
ciudadanos de segunda categoría respecto de los cuales es inoficioso e innecesario 
hacer efectiva la garantía de seguridad jurídica. En función de este último aspecto 
se encuentra la fijación de un térmíno de prescripción para las medidas de seguridad. 

La situación, con todo, no ha sido satisfactoriamente superada. El hecho de 
que las medidas deban tener un carácter prescriptible, no significa que se haya 
fijado el térmíno en que operará la prescripción; razón por la cual el inimputable 
podrá permanecer recluido en un establecimiento de características similares a los 
anexos siquiátricos de nuestras prisiones, durante veinte o treinta años, tiempo 
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después del cual podrá por fin considerarse cumplida la medida, y que será a su 
vez el límite de operancia de la prescripción; o sea, el tiempo en el cual, de no 
haber comenzado la ~ecución de la medida, esta no podrá ser llevada a efecto. 
Ese límite no deja de ser absolutamente irracional si se atiende a la situación a 
que quedará sometido el inimputable, que si en un lapso inferior al señalado no 
ha recuperado su "normalidad mental", seguramente ya no la recuperará; y por 
el contrario, seguirá sometido a un proceso que paulatinamente ha de aniquilar 
su individualidad. 

A partir de esta problemática resulta de trascendental importancia la propuesta 
de algunos sectores doctrinales en el sentido de que se fije un máximo de duración 
a la medida de seguridad, que en ningún caso exceda al que correspondería a la 
pena que por la comisión de un injusto similar se impondría a un imputable. Esta 
propuesta halla sustento en el requerimiento de la Corte para que se brinde al 
inimputable un tratamiento que no resulte más gravoso que el que correspondería 
a quien se encuentra en condición de comprender la ilicitud de su hecho y de determi­
narse de acuerdo con esa comprensión. De esa forma puede introducirse un criterio 
racional de control a la duración de las medidas de seguridad, el mismo que todavía 
no existe, por el solo hecho de afirmar que las mismas serán prescriptibles, con 
todo y lo progresista que resulte ese primer caso. 
3. Fundamento de las medidas de seguridad 

La Corte Constitucional señala, en apoyo a la que constituye posición doctrinal 
mayoritaria, que el fundamento de las medidas de seguridad viene dado por la 
peligrosidad del agente. Corno se señaló unas lineas atrás, ello posibilitaria una 
consecuencia importante cuando estamos en frente de una persona que padece un 
trastorno incurable: el fin de la medida será establecido por la ausencia de peligrosi­
dad y no por la curación; pues de otra maner a la aplicación de la medida de 
seguridad se prolongaría indefinidamente. 

No obstante, nunca se ha establecido cuál es el mecanismo para determinar la 
mencionada peligrosidad. 

Aunado a ello, en el discurso de quienes han sci\alado que el fundamento de 
las medidas en cuestión se asienta en el mencionado criterio, subyace una confusión 
que no ha sido superada debidamente: la peligrosidad en definitiva la fundamentan 
en el tratorno del agente. Si lo que se busca es aniquilar ese potencial lesividad, 
el suejto será instrumentalizado, cosificado, en aras del posible aseguramiento de 
la no comisión de un futuro injusto. De esa forma, fácilmente se pasa por encima 
de Jos postulados consagrados en el art. 12 del C. P., que a manera de principio 
rector señala los fines de la medida de seguridad, todos Jos cuales parecen estar 
en función del inimputable; y que demandan posibilitar la reinserción de aquel 
al medio social, cuando su disfunción sea incurable. 

La asimilación entre enfermedad mental y peligrosidad se ha vuelto imprescindi­
ble, dentro del discurso teórico al que se viene haciendo alusión. No obstante, 
no es entendible que se repugne la peligrosidad en el ámbito de Jos imputables 
a efectos de la imposición de una pena, por su carácter indemostrable; y pacíficamen­
te se acoja respecto a los inimputables, pára los cuales parece incuestionable su 
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. . nunca se ha explicado satisfactoriamente, sin embargo, es de 
eXIstencia. Lo que . 1 ligr . dad del inimputable: pareciera que su funda-
qué manera puede exphcf~=c~~~e ~:~~misión del injusto que mothó la imposición 
mento se encontrara en e . t ue por Jo menos un hecho similar 

~~d:á ':e~!~~e~~d~': ~~:~:r~a~;~ne~d~~e eseq presenta palpable la identidad entre 

enfermedad y peligrosidad). tr do e tal nexo de necesariedad entre enfermedad 

y d~~~o t:!~;a~~::e~as~r,~~;~~~~~~%!C::n!:~: ~=!~':U~~~~~o;~~~~~: 
turas, todo sujeto que en es 10 . d t nm'nada hasta que de manera irrefutable 
d b • pasivo de una pena in e e ' • 

e e~a~J:era que el individuo se ha resocializado, por la expectativa, aun m~yor 
se es hecho in ·usto sea realizado nuevamente. La pos ura 
en este evento' ~e ':!u e un ~e abrir la compuerta a la consideración de 
mayoritaria no Sigmfica otr.a adcosa ql alización del hecho punible, cuestión que 

1 agente estaba detenmn o a a re . 1 qu~~ años excluir del discurso juridico en relación con los imp~tab es. 
co . 'ón al hecho por parte del inimputable, es sostenida por el temor 

La det~rm:r:~~nte en una sociedad que solo se siente segura con el aislamiento 
qdue g~ner:e opredica qu~ no es encuadrable dentro de las expectativas de c.omp~rtaal-

e qmen ón se acude a un argumento irracion 
miento que llamaremos regnlar. Por esa raz ' . mismas características' fren-
e indemostrable, ejerci~ndo '_In control q~e tadqu~~~t~~onal demandan tratamiento 
te a unos sujetos que, mclustve por man aoco ' 

preferencial. . · d ali-
Establecer el legítimo fun~ento de ~as maledi.dat smdae asectgualund~l pe~¡~::~ a :~ede 

· troduc1r correctivos s1s e · ' 
zar; por lo p~o=, u~~e '; la medida según la gravedad del injusto cometido, sin 
ser graduar . a raci n e e habria prolongado la pena impuesta a un 
exceder el tiempo d~ra~te edl cualhs h de sinillares caracteristicas, en la hipótesis 
. t bl por la realiZaCión e un ec o 11 
impn a ~ . f de la libertad; en segundo Jugar' pero no por e o 
de que dicha pena sea pnva i~ canee de la segunda parte del art. 12 del 
menos impor:t.ante, hac~r ~!0:.~~¿1 ~ función de la mejoría del agente; no de 

;~ i~;,~::e:~~~i:~c!~ e: función de una seguridad que no se sabe como justificar 

que será puesta en peligro· 
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Juzgado Quince Superior de Medellín 

Antijuridicidad material en el delito 
de porte ilegal de armas 

El alcance de la seguridad pública como bien jurídicamente tutelado 
se determina a partir de la capacidad dañina y de la potencia destructora 
de otros bienes jurídicos básicos de la oonducta mediante la cual se lesiona 
aquel interés. 

Esta base objetiva no se presenta cuando el mecanismo del arma que 
se porta no es apto para realizar disparos. 

Medellín, junio 9 de 1992 
Juez: Dr. RAMIRo MARíN V ÁSQUEZ 

Comentario: JoHN JAIME PosADA O.* 

1 uzgado Quince Superior 

Medellín, junio nueve de mil nove­
cientos noventa y dos. 

Vistos: 

Después de que el pasado 1 O de abril 
se llevara a cabo la vista pública m 
este proceso, adelantado por un deli­
to que transgrede la prohibición sub­
yacente en el art. 1 o del decreto 3664 
de 1986 (porte ilegal de arma de fue­
go de uso personal), es preciso finiqui­
tarlo con el respectivo fallo en prime­
ra instancia, en virtud de la com­
petencia otorgada a estos juzgados por 
el art. JO del decreto 2790 de 1990. 
El juzgado 56 de instrucción criminal 
radicado en la localidad de Bello, des­
pacho que adelantó la investigación 

y vinculó al señ.or A. G. H. como autor 
de la susodicha violación -que pre­
suntamente pone en peligro la seguri­
dad pública-, mediante auto 
interlocutorio de enero 8 de 1991, no 
solo resolvió la situación jurídica del 
procesado, decretando como medida 
de aseguramiento la detención preven­
tiva con derecho a excarcelación, sino 
que ordenó el seguimiento de la es­
tructura procesal abreviada. 

Consideraciones del despacho: 

Nos encontramos frente a un caso 
típico de porte ilegal de arma de fuego 
de uso personal, doctrinariamente co­
nocido como violación al decreto 3664 
de 1986, art. 1 o, acción imputada a 
A G. H. , a quien se le ha decomisado 
un revólver calibre 32 corto, con nú-

• Profesor de derecho procesal penal Universidad de Antioquia. 
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mero 85765, sin que haya exhibido documen­
to legitimador al momento de la requisa ni 
después, delito que en hipótesis atenta contra 
la seguridad pública. 

Se han allegado al proceso el respectivo in­
forme policivo a Fs. 1, suscrito por el mayor 
J. E. P. A., comandante de la estación de 
policía de Bello, en donde deja a disposición 
al retenido A. G. H. y el arma decomisada 
durante una operación practicada en el barrio 
El Trapiche. Deja constancia el oficial de que 
previamente a este hecho habían sido alerta­
dos, mediante llamada telefónica de un ciuda­
dano, sobre la ¡resencia de un sujeto que 
obstentaba fama de atracador en dicho ba­
rrio. De alú el operativo para capturar al sos­
pechoso. 

Se recibió indagatoria al sindicado G. H. 
a Fs. 9, cuatro días después de su captura, 
en donde manifiesta que al momento de su 
aprehensión portaba un revólver, arma que 
minutos antes de detentada se había encon­
trado en los alrededores de la cancha de la 
Primavera del barrio El Trapiche; no justifica 
su tenencia con documento oficial -salvo­
conducto- y mucho menos niega o descono­
ce que portarla es un delito. 

Se han obtenido las declaraciones de los 
agentes de policía: J. R. M -Fs. 12 f. y 
v.-, P. P. S. G. -Fs. 12 v. y 13- y R. 
A. B. D. -Fs. 13 v. y 14-, intervenciones 
en las cuales: se ratifican acerca del procedi­
miento -aunque el primero un poco ajeno­
Y coinciden en aspectos fundamentales, como 
es en sí el decomiso del arma y la aprehensión 
del sujeto que la portaba; los dos últimos agen­
tes son más concretos, afirman que el señ.or 
G. H. les manifestó que era el dueño de esa 
arma y que dizque era un celador del soctor, 
para tratar así de justificar su porte, mas no 
presentó el salvoconducto. 

Reposa también en el expediente el estudio 
de balística practicado al arma decomisada 
al señ.or G. H., experticio en el cual se sei'iala 
lo siguiente: que se trata de un revólver, de 
los llamados popularmente "lechuza", cali­
bre 32 corto, cañ.ón con longitud de 7.5 cms., 
con funcionamiento mocánico en mal estado 
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(no posee aguja percutora), "que actualmen­
te es nula por encontrarse el arma no apta 
para realizar disparos'' y presenta impreso 
el número 85765. Basta solamente mirar los 
datos antes referenciados para establecer que 
se trata de un arma de fuego de uso personal 
y que requiere de permiso para su manipula­
ción (decreto 1663 de 1979, art. 7'). 

El art. 1' del decreto 2003 de 1982, que 
modificó el art. 6' del decreto 1663 de 1979, 
prescribe en el inciso 1 o que ''son armas de 
fuego las que emplean como agente impulsor 
del proyectil, la fuerza creada por expansión de 
los gases producidos por la combustión de una 
sustancia química'', para advertir después en 
el inciso 3° que "Estas armas no pierden su 
carácter por el hecho de que transitoriamente 
no funcionen por falta o daño en uno o varios 
de sus elementos''. 

Aparenta la última transcripción una res­
puesta contundente a la inquietud del mi­
nisterio público. Los deterioros pasajeros, 
fácilmente reparables, no afectan el concepto 
óntico-jurídico de arma, no desnaturalizan el 
instrumento como tal, pues valorativamente 
ese aparato, transitoriamente inutilizado, po­
dría representar un peligro posible para la 
seguridad y tranquilidad públicas. A contra­
rio sensu, los daños severos, que pervierten 
la estructura del ente conocido como "arma 
de fuego'', que hacen difícilmente recupera­
ble el instrumento en su función -a pesar 
de una a¡:wiencia formal que pueda impre­
sionar-, implican la atipicidad por la im­
posibilidad de la producción del peligro pro­
pio de un arma de fuego. 

Pero la distinción entre los dañ.os ligeros 
y la. más o menos radicales, o entre el detri­
mento expeditamente reparable o el de difí,eil 
restauración, puede depender de tantas con­
tingencias que definitivamente el injusto no 
debe dejarse expuesto a una eventual arbitra­
riedad judicial. El estatuto penal colombiano 
se ha sujetado al principio rector -por ende 
garantizador- de la lesividad o de la antijuri­
dicidad material (art. 4°) -"nuiium ·crimen 
sine iniuria' '-, según el cual la conducta típi­
ca solo es punible si lesiona o pone en peligro, 

sin justa causa, el ''interés jurídico tutelado 
por la ley''. La consagración legal de este prin­
cipio, por cuanto comporta una concepción 
material de la antijuridicidad y del injusto, 
exige una revisión crítica de los denominados 
delitos de peligro abstracto, es decir, aquellos 
en los que se presume iure et de iure el peligro 
para el bien jurídico, pues en ellos basta con 
demostrar la realización del comportamiento 
típico. De modo que, frente a la materialidad 
del injusto, los delitos de peligro -como el 
que se examina- son solo aquellos cuya rea­
lización representa una probabilidad de le­
sión concreta para un bien jurídico, esto es, 
que haya una relación de inmediatividad tem­
poral y espacial entre el bien y el riesgo. En 
suma, el valor consignado en el susodicho 
principio rector de la lesividad demanda la 
prueba de que el bien jurídico realmente -no 
presuntivamente- fue puesto en peligro. 

Pero, ¿cuál es el bien jurídico tutelado? 
La seguridad y tranquilidad públicas obede­
cen al concepto doctrinario de bienes jurídi­
cos colectivos o institucionales, dado que son 
un conjunto de factores que están permanen­
temente implicada. en el desenvolvimiento co­
tidiano de los individuos y de los grupos 
humanos en que estos se integran. Dentro de 
la jerarquización de los bienes jurídicos, la 
seguridad pública se protege para hacer viable 
el amparo de los intereses vitales que la doc­
trina denomina bienes jurídicos individuales 
(o bienes jurídicos que constituyen las bases 
de existencia del sistema, según feliz expre­
sión del profesor Juan Bustos Ramirez), tales 
como la vida, la salud individual, la libertad, 
etc. En principio, fuerza hacer la distinción 
conceptual, porque no se trata de que el porte 
ilegal de arma de fuego ponga en peligro in­
mediato la vida o la salud individual o la liber­
tad personal o el patrimonio económico, sino 
que tal comportamiento afecte de veras la in­
tersubjetividad o interfiera nocivamente la vi­
da de relación y que, oomo consecuencia de 
tal interferencia, se im¡:ida el desarrollo real 
y efectivo de aquellos tienes jurídicos indivi­
duales. En otras palabr~, los intereses vitales 
de la vida o la salud de las personas están 
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mediatizados -mas no olvidados o 
ignorados- por la preprotección que implica 
el bien jurídico institucional de la seguridad 
pública. 

De modo que la puesta en peligro -con­
creto- debe comprobarse en relación con di­
cha preprotección -seguridad-, mas no di­
rectamente en relación con esos bienes bási­
cos. Ahora bien, la seguridad o la tranquili­
dad públicas han de entenderse a partir de 
un conjunto de circunstancias objetivas y con­
cretas, no del mero sentimiento -así fuese 
generalizado- del conglomerado humano. Si 
así no fuese, también constituiría injusto pu­
nible el comportamiento de un individuo que 
exhibe rampantemente un arma de fuego tipo 
imitación en su barrio, pues dicha actitud ge­
nera pánico y zowbra entre los confundidos 
vecinos. El injusto en este ejemplo se derruye 
por la atipicidad de la conducta, pero en pri­
merísimo lugar porque lo protegido en el ám­
bito situacional del tipo es Wla relación social 
objetiva y concreta y no el mero sentimiento 
de la ciudadanía. 

Débese demostrar que realmente hubo pues­
ta en peligro de la seguridad común ( desvalor 
de resultado), no mera afectación del senti­
miento de seguridad, pues, de otro modo, 
se estaría sancionando la sola desobediencia 
a la norma que obliga al ciudadano a proveer­
se de salvoconducto para poder llevar consigo 
armas de fuego (desvalor de acto). Se dirá 
que esta fue la ra2Ón legislativa (o de Estado) 
que inspiró la redacción del decreto 3664 de 
1986, pero tal razón legal debe subordinarse 
al contenido valorativo de los principios rec­
tores -entre ellos el de lesividad-, que como 
tales no solo tienen aplicación prevalente sino 
que son autolimitaciones que se ha impuesto 
el poder penal del Estado. En un Estado socio­
liberal y democrático de derecho, el principio 
del bien jurídico y su correlato de lesividad 
son límites materiales aljus p.miendi. De suerte 
que solo la conjugación del desvalor de acto 
y el desvalor de resultado (desvalor de injus­
to) puede connotar la antijuridicidad de un 
comJX)rtarniento determinado. 
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Algo más, es el bien jurídico la base y esen­
cia a partir del cual se pueden adjudicar accio­
nes a un determinado tipo legal, así como 
por exclusión se señala cuáles no interesan 
al derecho penal. Pero recíprocamente la ac­
ción ti pica surge como concreción de la lesión 
objetiva de las normas de valoración (antiju­
ridicidad). La tipi.cidad concreta, determina 
y delimita la antijuridicidad. Esta relación dia­
léctica entre tipicidad y antijuridicidad dima­
na de los arts. 2° y 4° del Código Penal, pues 
la afección del interés jurídico tutelado por la 
ley se predica de la conducta típica, no de 
cualquier conducta. Es por ello que la facili­
dad de arreglo del arma deteriorada es un 
supuesto alejado de esa suerte de antijuridici­
dad típica que contiene el tipo legal, que infla 
el injusto con una posibilidad de conducta 
que imagina el juzgador pero que no ha reali­
zado el sujeto activo, pues el comportamiento 
típico analizado se reduce al llevar consigo 
un arma de fuego que -por carencia de la 
aguja percutora-, no podía funcionar como 
tal durante el despliegue comportamental alu­
dido. El juzgamiento no puede abarcar even­
tualidades de conducta, el principio rector del 
derecho penal de acto lo impide (C. N., art. 
29 inc. 2° y C. P., arts. 1°, 2°, 3°, 4°- y 5°); 
solo si tales expectativas se traducen en com­
portamientos se entra en el ámbito del injusto 
jurídico-penal. Pues bien, si se conjetura que 
maliciosamente el procesado desprendió el per­
cutor del arma, solo el día en que porte un 
instrumento de fuego apto para disparar -o 
cuando lleve consigo también las piezas a punto 
de incorporarlas a la estructura principal-, 
si es que se descubre tal actividad, podría en­
dilgársle el injusto en examen. 

La vida de relación pacífica propia de la 
seguridad pública no puede corresponder a 
conceptos ilímites, pues, como ya se advirtió, 
involucraría sentimientos y no realidades (las 
personas se sienten inseguras por difamacio­
nes o por amenazas va-bales, ejempligracia, 
pero ello nada tiene que ver con la precarie­
dad relacional que generan las armas de fue­
go). Por ello, la mediatización que se hace 
de los valores sociales fundamentales (vida, 
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salud personal, libertad, patrimonio, etc.), en 
aras de una consideración inmediata del bien 
jurídico institucional de la seguridad pública, 
no implica un vaciamiento del bien cuyo con­
tenido solo puede verse en aquellos. En otras 
palabras, como con talento seftala el profesor 
BusTos RAMíREz, la protección de los bienes 
jurídicos institucionales tiene una vinculación 
ideológica o final con los valores sociales fun­
damentales -bienes jurídicos referidos a las 
bases de existencia del sistema, los denomina 
el autor-, de tal modo que la tutela de los 
primeros no es en sí, sino en cuanto están 
dirigidos a los segundos. ''Más aún -agrega 
el connotado jurista chilero-, una protec­
ción en sí de ellos (los institucionales) solo 
llevaría a una concepción cerrada del sistema, 
a la consecución de un sistema totalitario (o 
por lo menos abusivo). Su protección y deter­
minación tienen JXIes ·un limite externo a ellos 
mismos, que implica que oo pueden ir más 
allá del servicio a la protección de los bienes 
jurídicos que están en la OO.se de existencia 
del sistema. Solo así se puede mantener un 
sistema social abierto, que es lo propio de 
un Estado de derecho democrático" ("Ma­
nual de derecho penal'', parte especial, pág. 7). 

Si la selección normativa para efectos pena­
les se hizo en relación con las armas de fuego 
-no en relación con l~ cortopunzantes, por 
ejemplo-, es porque aquellas afectan la se­
guridad pública de una manera singular, afec­
ción que solo puede verse generalmente en 
su mayor capacidad dañ.ina y en su más eleva­
da potencia destructorn de los bienes jurídi­
cos Msicos. De ahí la exigencia fundamental 
de que, de cara a la forma comportamental 
que realiza el tipo legal -"portar'' o llevar 
consigo-, el injusto solo puede configurarse 
si el arma tiene aptitud para el tiro, pues si 
carece de ella no puede generar peligro como 
arma de fuego sino como apariencia de la 
misma. Esta apariencia no puede funcionar 
en el delito contra la seguridad pública, pues 
es tanto como sancionar el ánimo sin repercu­
sión en el bien jurídico tutelado (derecho pe­
nal de ánimo); aunque ciertamente, por 
ejemplo, una maniobra depredadora con un 

arma de fuego inservible o tipo imitación si 
puede llegar a estructurar la violenc!a. moral 
0 intimidación como componente tlpiCO del 
injusto de hurto calificado (C. :·•. arts. 349 
y 350-1), pues, al fin y al cabo, lamtmudación 
es un fenómeno prioritariamente de efecto 
sobre la víctima -no tanto en la causa Y su 
autor- y estrictamente subjetivo en relación 
con la misma, siendo lo más destacado la ~ec­
tación real de su libertad de actuar, as1 se 
logre por medios engañ.osos. 

De esta manera sustenta el despacho la des­
vertebración del injusto, por ausencia de anti­
juridicidad material, en los casos de ·mani­
pulación de armas de fuego f~era de servicio 
como tales, sin que la solución dependa de 
la transitoriedad o permanencia del desper­
fecto de la facilidad o de la dificultad en 
la rec~peración de la aptitud del instrument?, 
aspectos estos tan contingentes _que n.o resis­
ten el rigor del análisis dogmático onentado 
a la aplicación segura, racional y justa del 
derecho. El juzgado sostiene que en tales ca­
sos no se da objetivamente el peligro concreto 
para el bien juridico protegido, o, lo que es 
igual, la probabilidad de la lesión concreta 
está alejada. Quien ahora provee pr~~<:e h~: 
blar de "probabilidad" y no de "posibilidad 
de lesión al bien jurídico, pues conceptual­
mente todo es posible, solo que con la mera 
posibilidad no se halla especulativamente ni 
lógicamente ninguna limitación y nos invade 
entonces la indeterminación. Finahnente, se­
guridad y tranquilidad públicas, sin dirección 
a los bienes jurídk:os de primer orden, es una 
mera entelequia o una determinada visión ideo­
logizada, política o moral de la sociedad. 

No ha lugar al injusto como delito ni como 
contravención especial (el art. 21 del decreto 
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522/71 fue subrogado por el art. 1 o del decre­
to 3664/86). Como solo se configura una in­
fracción administrativa, por violación de la 
prohibición plasmada en los arts. 5 Y 12 del 
Estatuto de Control y Comercio de Armas, 
Municiones, Explosivos y Accesorios (decr~­
to 1663 de 1979), se procederá al deconu­
so del revólver aludido en este proceso Y se 
ordenará la remisión del mismo al Coman­
do General de las Fuerzas Militares (arts. 48 
y 49, idem). 

Se impone entonces, de acuerdo con las 
reflexiones precedentes, la absolución del pro­
cesado G. H. 

Por lo expuesto, el Juzgado Quince Supe­
rior de Medellín, administrando justicia en 
nombre de la república y por autoridad de 
la Jey, 

Falla 

Absuélvase al procesdo A. G. H., de notas 
civiles y condiciones personales plasmadas en 
la introducción de este proveído, a quien la 
relación de acusación lo vinculó por la hipóte­
sis de porte no autorizado de arma de fuego 
de defensa personal, según las previsiones del 
art. 1 o del decreto 3664 de 1986, convertido 
hoy en legislación permanente por el art. 1 o 

del decreto 2266 de 1991. 

Se ordena el decomiso del revólver ''Lechu­
za", calibre 32 corto e identificado con el nú­
mero 85765, que se remitirá al comando gen~­
ral de las fuerzas militares. Para su cumpli­
miento, oficiese al comando del departamento 
de policía metropolitana. 

Cópiese, notifiquese y cúmplase. 

*** 
COMENTARIO 

y arios son los tópicos de importancia que se hace pr~ci~o resaltar en la provide~­
cia que hoy comento. El orden en que se prese~an los dis~mtos puntos en la exposi­
ción no obedece a ningún criterio de selección valoratlva. 
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l. Es innegable que la ola de violencia que ha sufrido el país en los últimos 
aílos, ha puesto en boga legislativa la adecuación típica de conductas relacionadas 
con las armas de fuego. Esta respuesta institucional no ha logrado aminorarla, 
supuesto que la ley no es el mecanismo más idóneo de solución de dicha problemáti­
ca, más sí, ha permitido la expansión incontrolada de la ley penal sustantiva, gene­
rando la creación de normas caracterizadas por la violación de los principios de 
determinación (nullum crimen sine lege certa); del acto; de culpabilidadi; sumado 
ello a que en materia procesal asistimos al derrumbe de la estructura mínima que 
garantice los derechos del implicado en un proceso penal. 

Ante la avalancha legislativa nuestra judicatur'! ha permanecido aparentemente 
ajena a la grave situación que estas normas generan en relación con el individuo, 
convirtiéndose así en meros administradores de leyes, mas no en verdaderos aplica­
dores de justicia2. Pues, de un lado, la Corte Suprema ele Justicia se ha movido 
entre los extremos de la declaratoria de exeqnibilidad de los más inconstitucionales 
estatutos de estado de sitio, hasta el tener que empezar a aminorar la carga de 
la constitucionalidad declarada, recogiendo "a retazos" las nórmas que violentan la 
Constitución Nacional; y, de otro lado, pero en la misma perspectiva, se encuentran 
los jueces, quienes con todo el respeto que merecen, han lesionado gravemente 
la libertad individual, mediante providenciéis que recogen en forma inconsulta, tesis 
de responsabilidad objetiva por el mero porte de armas, sin ahondar en la finalidad; 
coautoría en el porte de las mismas; eternas discusiones acerca de si el ''trabuco'', 
constituye o no un arma de defensa personal, etc. 

Se reivindica la providencia y en especial la postura del juez, por la trascendencia 
que en materia de la aplicación de la ley penal, se le da a los principios rectores 
y la relación que establece entre estos, y una determinada concepción política del 
Estado. Esta concepción macro del planteamiento dogmático-jurídico-penal, es la 
línea que permite, en el marco de la aplicación de la ley, establecer parámetros 
fijos y límites de poder en las relaciones individuo-estado, que plantea el proceso 
penal: "En un estado socio-liberal y democrático de derecho, el principio del bien 
jurídico y su correlato de lesividad, son límites materiales al ius puniendi. De suerte 
que solo la conjugación del desvalor del acto y el desvalor de resultado (desvalor 
de injusto) puede connotar la antijuridicidad de un comportamiento determinado". 
(Extracto de la providencia). 

Debe servir como ejemplo este punto de vista, en el campo de la administra­
ción de justicia, para sentar de una vez por todas la significación que tiene el hecho 
de que el legislador opte por consagrar unos principios que rigen la aplicación de 
la ley. Tal corno se ha afirmado en múltiples ocasiones, el juez no puede optar 

1 Grupo de estudio de la facultad de derecho de la Universidad Pontificia Bolivariana (FERNANDO 
VELÁSQUEZ V., redactor), "Consideraciones críticas en torno el estatuto para la defensa de la democra­
cia", en Revista NFP núm. 40, págs. 211 y ss. 

2 ANDRÉS NANCLARES ARANGO, "La jaula de los jueces", Lecturas Dominicaleo;, El Tiempo, junio 
7 de i992, págs. 3·4. 
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entre cumplir o no los mandatos que se consagran en los principios rec~ores, porq~e 
se encuentra inexcusablemente ligado a ellos, y actuar de manera diferente sena 
atentar contra la ley. 

y alga mencionar, para abonar la posición asumida en la provid~ncia, que " .. .los 
principios jurídico-penales son formulaciones conceptuales generaliSJmas y_abstrac­
tas no reductibles a otros conceptos del derecho penal, de los que denva o en 
los' que se funda todo conocimiento y toda nor~a jurí~ico-~en?~. Y de los que, 
en consecuencia, no puede separarse ninguna práctiCa (teónca o JUdiCial) del derecho 

penal positivo" 3. . . . . 
y, en particular en cuanto al principio de lesividad se r~fiere,_ el JUICIO Si~~pre 

debe ser muy preciso, ya que como se destaca en la providencia, e~ la les10~ o 
puesta en peligro de un bien jurídico que el legislador ha estimadoyrotegidO, me~ian­
te su consagración como conducta típica, lo único que permite que a !raves de 
un proceso penal el Estado se vincule con el individuo en la relación desigual que 
constituye el proceso penal. . 

2. Atendiendo a lo señalado por el profesor JuAN BusTos ~ÍREZ, _en el sent~­
do de que "El bien jurídico en cuanto síntesi_s c~ncret~de una rela~ión social detenm­
nada cumple una función garantizadora (mdJCa que y p~r que s~ ~rotege, Y por 
ello mismo se castiga) y una función material, da contemdo a lo mJusto, esto es, 
a la tipicidad y a la antijuridicidad"4, resulta de validez incontrastable el preguntar­
se siempre cuál es el bien jurídico tutelado. Solo así, puede lograrse un resultado 
dogmáticamente estructurado y materialmente justo. . . . 

Ello constituye otro de los puntos sobresalientes de la providencia Y en especial 
por tratarse de "los denominados delitos de peligro abstract_o ". ~ sea " ... aquellos 
en los que se presume iure et de iure el peligro para. el bie~ J_un~JCo, pues en ellos 
basta con demostrar la realización del comportanuento tl¡JICO • (Extracto de la 

providencia). . . 
Las precisiones que sobre este tópico se logran sonde trascendental importancia, 

toda vez que el ejecutivo en uso de las facultades que le confieren los estados 
de excepción, ha recurrido frecuentemente a la consagrac~ón de un ~innúmer~ de 
conductas como punibles, y todas ellas configuran en su re?~~ación delito_s de pelí~o 
abstracto, v. gr., delito de omisión de informes sobre actiVIdades terronstas, dehto 
de concierto para delinquir, delito de pmte de armas de fuego, etc. . 

Por ello, ha de rescatarse el siguiente aparte: "Débese demostrar que realmente 
hubo puesta en peligro de la seguridad común (desvalor de result~do), ~o mera 
afectación del sentimiento de seguridad, pues de otro modo, se estaria sancwnando 
la sola desobediencia a la norma que obliga al ciudadano a proveerse de s"!voco~duc­
to para poder llevar consigo armas de fuego". (Extracto de la providencia). 

3 JUAN FERNÁNDEZ CARRAsQUILLA, Derecho penal fundamental. vol. 11, Bogotá, Edit. Temis, 2a 

ed., i989, pág. 7. . . · i982 
4 JuAN BuSTOS RAMíREZ, Bases críticas de un nuevo deredw penal, Bogota, Edit. Tem1s, • 

pág. 57. 
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3. El otro aspecto que quiero resaltar, es la realización dogmática de la provi­
dencia. En efecto, proveyéndose el juez de todas las herramientas que un trabajo 
sistematizado de la estructura del delito brinda, logra superar los obstáculos que 
el legislador se ha obstinado en consagrar, y vela así por la aplicación justa de 
la ley penal. 

Ello es lo que permite en el presente caso, superar la tesis de la señora agente 
del ministerio público, relativa a la temporalidad o significación del daño en el 
arma decomisada, para penetrar en un campo más seguro, dejando de lado toda 
incertidumbre, al recurrir a la determinación de los conceptos dogmáticos, elabora­
dos como desvalor de acto y de resultado. 

Cuando la dogmática ha dejado de ser mera "teleraña juridica", para vertida 
de contenido valorativo, es probable que el juez al apropiarse de ella, encuentre 
que tiene en sus manos los elementos necesarios para u~ cabal desarrollo de su 
misión: Garante de libertad y de justicia. Este mérito debe nuevamente tenerse 
en cuenta en la providencia comentada. 

La invitación que se formula desde este comentario tiende a que "sigamos 
el ejemplo", de continuar gallardamente la misión que otros ya han emprendido 
desde la judicatura y cada uno en su campo, comprenda que un trabajo serio como 
el que se comenta, constituye un eslabón de gran significación en la misión que 
en conjunto tenemos: Rescatar al bombre, siempre al hombre. 
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Revista Anuario de Derecho Penal 
y Ciencias Penales, t. XLIII, 
fascículo m, Ministerio de 
Justicia de España. Septiem­
bre a diciembre de 1990. 

Esta publicación del Ministerio de 
Justicia de España se divide en tomos, 
cuya periodicidad es anual; estos a su 
vez se dividen en fascículos de circula­
ción cuatrimestral. Esta reseña tiene 
por objeto informar sobre los conte­
nidos del fascículo final del tomo co­
rrespondiente a 1990. 

La calidad de esta obra, sin lugar 
a vacilaciones, es excelente. Representa 
una útil guía para juristas y estudian­
tes de derecho en asuntos doctrinales, 
bibliográficos y jurisprudenciales, no 
solo por la actualidad y profundidad 
con que ellos son tratados, sino tam­
bién porque recoge tesis esbozadas fue­
ra de las fronteras de la madre patria. 
La publicacíón objeto de disquisicio­
nes se puede agrupar en tres grandes 
secciones, a Saber: sección doctrinal, 
sección bibliográfica y sección juris­
p,rudencial. 

En cuanto a la sección doctrinal, 
se encuentran varios artículos que ca­
bría destacar, sin menospreciar la ca­
lidad de los demás: 

El artículo escrito por los doctores 
MIGUEL DfAZ y ÜARCíA CONLLEDÓ, titu­
ladO "Los derechos de autor y cone­
xos. Su protección penal: cuestiones 

generales y naturaleza patrimonial, 
personal o mixta del bien jurídico pro­
tegido'', en el cual se hace un riguroso 
análisis de la regulación positiva, com­
parando la antericr con la vigente, que 
sobre la materia ha determinado el 
legislador español imprimiéndole un 
enfoque a la cuestión desde un plano 
del derecho penal, en cuanto a este 
le. corresponde dar una ''protección 
especial'' pero conrurrente con otras 
áreas del ordenamiento jurídico a los 
derechos de autor y sus conexos. 

"Consideraciones en torno a la pro­
tección penal del know-how por JosÉ 
R. SERRANo-PIEDECN>AS, es un artículo 
que analiza una institución jurídica 
tan reciente como el Know-how, por 
lo cual resulta doblemente interesante 
su lectura. Se le da una ubicación y 
definición a la citada institución des­
lindándola del llamado "secret~ in­
dustrial'', y asemejándola con mayor 
precisión al denominado ''secreto em­
presarial''; estudia su protección pe­
nal dentro de la concepcíón del derecho 
penal como mecanismo de control 
social enmarcable en su categoría de 
ultima ratio, a pesar de la gran im­
portancia que este bien jurídico po­
see dentro del nuevo marco de rela­
ciones económicas en el orden 
mundial. 

Respeto de las mOOernas teorías en 
materia de dolo, la revista incluye dos 
artículos de gran interés: uno de ellos 
escrito por el profesor WINFRIED 
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HASsEMER, en el cual estudia los elementos ca­
racterísticos del dolo y su manifestación feno­
menológica, discurriendo por las diferentes 
teorías al respecto, y proponiendo que el pro­
ceso investigativo para comprobar la existen­
cia o no del dolo en un <aso concreto, se 
haga con apoyo en unos eJementos externos 
que él denomina "indicadores", que se dedu­
cen de lo que se llama ''ratio penalidad del 
dolo". Por su parte, el profesor STRUENSEE 

escribe en su artíwlo sobre el "Dolo de cau­
sar y causalidad putativa'', tendiente a desvir­
tuar por su peligrosidad la teoría subjetiva 
de la tentativa, por medio de la causalidad 
como elemento determinante tanto del tipo 
objetivo como del subjetivo, y de la extrema 
importancia de la relación causal. 

Por su parte, la sección bibliográfica inclu­
ye unas reseñas de libros de actualidad dentro 
de los cuales están: Derecho penal del traba­
jo, de ANTONIOBAYLOS y JUANTERRADILLOS (li­
bro sobre el cual ya hemos elaborado una 
reseña -ver Nuevo Foro Penal, núm. 52); 
El delito de tortura, de JosÉ Lurs CuESTA, y 
¿Tiene defensa la cárcel?, de THoMASMATHIE­

SEN. Además se incluye un informe sobre el 
curso de verano de la Universidad Hispanoa­
mericana Santa María de la Rábida, que ver­
só sobre la despenalización de la droga. 

Por último, en la sección jurisprudencia! 
cabe destacar un artículo, que propia y direc­
tamente no es desarrollo de la sabiduría juris­
prudencia!, en el cual se hace un brillante 
análisis del papel que la fJScalia debe jugar 
en la investigación y persecución de los delitos 
contra el medio ambiente. Su trascendencia 
es suma, puesto que la Constitución Nacional 
les ha dado una gran importancia a los dere­
chos ecológicos, ubicables dentro de los deno­
minados "derechos de la tercera generación", 

criminal serias y eficaces en el mediano y largo 
plaw, sobre el futuro de toda la humanidad. 

En conclusión, la revista Anuario de Dere­
cho Penal y Ciencias Penales del MiniSterio 
de Justicia español es un valioso aporte para 
todas las personas, que de una u otra forma 
nos vemos involucradas en tan trascenden­
tales tópicos para el "armónico equilibrio 
social". 

DIEGO ALBERTO PARRA ÜCHOA 

Medellin, marzo de 1992. 

YESID RAMíREZ BASTIDAS: Escritos pe­
nales, Editora del Huila Ltda. Neiva, 
1991, 232 páginas. 

El magistrado del Tribunal de Neiva, YE. 
SID RAMfREZ BASTIDAS, en SU esfuerzo por pro­
fundizar en el estudio de la dogmática 
jurídico-penal, ha esbozado sus planteamien­
tos sobre diversos temas, los que ha recopila­
do en su obra Escritos penales,la que se divide 
en siete capítulos, de los cuales es importante 
destacar la discusión que establece sobre la 
problemática en torno al ''legítimo ejercicio 
de un derecho y la autojusticia", en la que 
concluye que el límite entre el ejercicio legíti­
mo de un derecho y 'el ejercicio arbitrario de 
las propias razones, está dado por el ejercicio 
de ese derecho dentro de fronteras permitidas 
por la ley o la costumbre y por la posibilidad 
cierta de acudir con eficacia a la autoridad 
para la prevalencia del derecho pretendido. 

Continuando con la exposición de temas, 
el Dr. YEsrn RAMfREz se refiere al problema 
del "Consumidor como detentador de dro­
ga'', en donde plantea la situación que se pre­
senta cuando un consumidcr adicto a la droga 
es detenido con una cantidad de sustancias 
alucinógenas superior a la que establece el 
art. 51 de la ley 30 de 1986, concordado con 
el art. zo del mismo texto legal. lo cual se debe traducir en un futuro, ojalá 

no muy lejano, en un viraje total en la politica 
penal que sobre la materia existe; más aún, 
teniendo en cuenta que cada día se time mayor 
conciencia sobre las muy nocivas comecuencias 
que traería no acu<tir a unas medidas de politica 

Al respecto afirma el autor que la cantidad 
incautada, siempre y ruando no sea excesiva­
mente superior a la considerada como de uso 
personal, no puede ser el factor decisivo para 
elevar el reproche correspondiente, sino que 
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debe tenerse en cuenta el ánimo, la intención 
que impulsaba al portador, so pena de_ ~rasar 
con el principio rector de la culpabdt~~d Y 
dar cabida a la desviación de responsabilidad 
penal meramente por el factor objetivo. 

También se violentaría el principio de la 
legalidad y del debido proceso, puesto que 
la norma sustancial penal ha categonzado es­
te comportamiento como simple cont~aven­
ción siendo su co:oocimiento de las autondades 
administrativas, al establecer un procedimiento 
muy diferente del estipulado en el Código de 
Procedimiento Pmal; al equivocar de esta ma­
nera el tratamiento procesal a simples consu­
midores de droga, colocánOOlos como delin­
cuentes, se les niega la posibilidad de obtener 
los beneficios de libertad provisional y conde­
na de ejecución condicional, haciéndoles pa­
decer un tratamiento carcelario. 

Encontramos también. dentro de los temas 
analizados en esta obra, uno de gran impor­
tancia en el ámbito de la ''política criminal 
moderna'', en el cual el autor plantea varias 
posiciones para ihtstrar sus ideas. Así, pues, 
nos habla sobre las tendencias de la crimino­
logía encaminadas a la descrimin~zación Y 
despenalización de las conductas, al Igual que 
de la desprisionalización, que sustenta el no 
acudir a la cárcel como un instrumento para 
resolver los conflictos. 

Otras tesis más extremistas en sus plantea­
mientos, como el abolicionismo, sustentan l_a 
posición de que el sistema penal se debe susti­
tuir totalmente por la conciliación, el arreglo, 
el diálogo, la justicia comunitaria, etc. 

Pero no podemos pensar que la abolición 
del sistema penal, tal como ahora lo padece­
mos, podría eliminar totalmente la criminali­
zación, pues sería tanto como desconocer que 
esta es el producto de conflictos entre grupos 
con intereses antagónicos. Y, muy por el con­
trario, la abolición del sistema penal genera­
ría el aumento de las vías de hecho, que ya 
son demasiado frecuentes en nuestro medio. 

Por esto las tesis abolicionistas se rechazan 
para América Latina, en cuanto esta propues­
ta debilitaría la posibilidad de que el Estado, 
mediante una intervención jurídico-penal, pue-
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da disminuir los niveles de violencia institu­
cional y social mientras que la abolición actual 
del sistema p~nal favorecería la generaliza­
ción ya bastante expandida de las penas sin 
proceso y las ejecuciones arbitrarias, qu_e se 
enmarcan en la ootidianidad de estos paises. 

Al final de las exposiciones el autor nos 
tra,e a colación el tema sobre "El Estatuto 
de Estupefacientes", "La acción civil en el 
proceso penal", la génesis de "La vio~encia 
en Colombia'', y ''El error en la teona del 
delito"; enunciados estos que ya evidencian 
la importancia y actualidad de los temas tra­
tados en este libro, el cual recomendamos pa­
ra su lectura y estudio. 

ARACELY TAMAYO RESTREPO 

octubre de 1991. 

MAURICIO MARrÍNEZ SÁNCHEZ: La abo­
lición del si<tema penal. Inconvenien­
tes en Latinoamérica, Bogotá, Edit. 
Temis, 1990, 125 págs. 

Esta obra constituye sin lugar a dudas un 
importante aporte al abolicionismo, co~o _una 
de las corrientes más radicales de la cnmmo­
logía crítica. El autor hace lDl.a brillan~e e':po­
sición en donde, finalmente, trata de dtluctdar 
si la propuesta de abolición del sistema penal 
sostenida por la corriente abolicionista es vá­
lida actualmente para los países subdesarro­
llados de América Latina. 

La obra se divide en tres capítulos específi­
cos y uno general, que denomina: "Introduc­
ción'', y en el cual el autor plantea algunos 
interrogantes que responderá en el transcurso 
de la expa5ición. En primer lugar, se pregun­
ta: ¿Cómo es posible que a fines de este siglo 
se haya consolidado una corriente criminoló­
gica que ¡xopone la abolición del sistema pe­
nal, por lo que los hombres han luchado tanto? 
Pero finahnente llega a la oonclusión de que 
infortunadamente el derecho penal está lleno 
de formalismos que proclaman libertad y jus­
ticia, pero que en su nombre se cometen crí­
menes y arbitrariedades atroces. Conforme 
a esta perspectiva, el expositor plantea que 

Abril 1992 Nuevo Foro Penal, N• 56 301 



BIBLIOGRAFÍA 

el objeto de denuncia principal de la crimino­
logía contemporánea debe seguir siendo el de­
recho penal, pero también las injusticias que 
él encubre. 

mo movimiento social y académico a través 
de la historia. Para finalmente concluir ha­
ciendo un análisis de la fundamentación ideo­
lógica del abolicionismo y su relación con los 
movimientos anarquistas, marxistas, libera­
les y cristianos. 

Es por esto por lo que la obra constituye 
una fuerte crítica al abolidonismo, sin que 
ello implique una renuncia ala crítica del mis­
mo sistema penal actual. 

Seguidamente plantea que aunque los auto­
res sostienen varias posiciones dentro del abo­
licionismo, es preferible hablar de este indis­
tintamente, en razón de que a pesar de que 
los diferentes tratadistas formulan de manera 
diferente sus propuestos, para todos ellos la 
abolición del sistema penal actual es el objeti­
vo fmal y más importante. Y, fmalmente, con­
cluye este capítulo haciendo un bosquejo del 
contenido desarrollado durante el trascurso 
de la exposición, y plantea wta crítica impor­
tante a la corriente abolicionista al afirmar 
que a pesar de que siempre ha atacado el siste­
ma penal (se refiere a los abolicionistas) por­
que es el que refleja en última instancia los 
intereses del Estado; en su concepto es impo­
sible analizar el sistema penal, y menos aún 
abolirlo, prescindiendo de una teoria política 
y económica, en donde se plantee un cambio 
estructural del derecho y en general de las 
instituciones socioeconómicas. Y este es el prin­
cipal error en que incurre la corriente aboli­
cionista. 

En el capítulo primero, titulado ''Funda­
mentos del abolicionismo", empieza por de­
finir a este como ''una corriente de la 
criminología moderna que propone la aboli­
ción no solo de la cárcel, sino de la totalidad 
del sistema de la justicia penal". Además, 
este último constituye su objeto de estudio. 

En el capítulo segundo desarrolla básica­
mente las tesis sostenidas por la corriente abo­
licionista, planteando inidalmente que el 
concepto de delito existe no por naturaleza, 
sino por definición, es decir, un comporta­
miento es delictivo solo en la medida que lo 
quiere el sistema; este es el que se autoatribu­
ye la facultad de cilificar una conducta como 
delictiva o no. 

Igualmente desarrolla los conceptos de gra­
vedad, peligrosidad, pena y culpa; y resisten 
el mismo análisis como definiciones que el 
Estado utiliza y acomoda a su conveniencia. 

En fin, en este capítulo desarrolla con pre­
cisión y claridad los princi¡nles planteamien­
tos que sostiene la corriente abolicionista. 

Y, para concluir, en el capítulo tercero pre­
senta "Las alternativas al sistema penal pro­
puestas por los abolicionistas''. Al respecto 
vale la pena trascribir lo que a mi juicio es 
una conclusión afortunada del contenido de 
este: "Los abolidonistas proponen no solo 
abolir la pena de prisión, la cárcel, como prin­
cipal respuesta del actual sistema penal a lo 
que escoge como criminalidad. Sino la totali­
dad del sistema, a saber, los conceptos por 
él construidos, las estructuras de poder con 
que opera y el derecho penal que lo legitima. 
Como alternativa proponen utilizar otros con­
ceptos para identificar las situaciones proble­
ma Y las personas implicadas, otras instancias 
o estructuras para tratarlas y respuestas dife­
rentes para víctimas y autores; todo dentro 
de tm sistema de arreglo de conflictos que 
sería comunitario en su conformación y fun­
cionamiento, orientado hacia la víctima y ci­
vil oompensatorio" (ob. cit., pág. 67). 

Advierte el autor en el análisis desarrollado 
a través de la exposición, que la conceptuali­
zación del abolicionismo como una corriente 
de la criminología moderna, su clasificación 
y ubicación no ha sido pacífica, pue~ hay quie­
nes la consideran como una teoría, un para­
digma, y aun como un movimiento socio-po­
lítico. 

Seguidamente hace lUl breve resumen del 
nacimiento y desarrollo del abolicionismo co-

Como se puede observar, esta obra del doc­
tor MAURICIO MARTINEZ SANOiEZ COnstituye un 
estudio strio, detallado y ¡rofundo sobre el 
abolicionismo, sus planteamientos y críticas. 
Además de que se perfila como uno de los 
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escritos de mayor precisión y claridad sobre 
el tema. Sobra entonces recomendar su lectu_­
ra y análisis como pilar de formación en el 
entendimiento de la criminología contem­
poránea. 

ÁRACELY TAMAYO RESTREPO 
Medellin, junio de 1992. 

AlEJANDRO Coi.ANZI ZEBALLOS: Reflexio­
nes criminológicas y penales, Santa 
Cruz (Bolivia), Universidad Autóno­
ma "Gabriel René Moreno" y "Fun­
dación Siglo XXI", 1991, 159 págs. 

La presente obra del boliviano CoLANzi es 
un esfuerzo de acercamiento, al menos en for­
ma teórica, al encuentro de una verdadera 
criminología que consulte la realidad latinoa­
mericana; mejor aún, y según su propia con­
ceptualización: una criminología de Abya Y ala 
(''Tierra en plena madurez", nombre que en 
lengua cuna le diera a nuestro continente un 
nacional Aimará). 

El libro está compuesto por una recopila­
ción de ensayos que el autor realizó entre 1987 
y 1989, y que fueron presentados co~o ~o­
nencias en diversos congresos y semmanos 
de derecho penal y criminología llevados a 
cabo en diferente~ universidades de Venezue­
la, Colombia y Bolivia. 

Desde la introducción a la obra se evidencia 
la búsqueda de un realismo latinoamericano 
en el derecho penal y la crirrñnología. En pos 
de tal objetivo la obra pre~enta nueve ensa­
yos; en el primero de ell~ "A manera de 
reflexiones criminológicas", _COLANZI propo­
ne no solo criticar lo que hasta ahora se ha 
construido en materia de criminología en La­
tinoamérica, sino además hacer una crimino­
logía contestataria, esto es a través del uso 
alternativo del derecho. 

En el segundo ensayo, titulado. "La crimi­
nología clinica: ¿elemento del cambio o del 
control-social?'' se considera la criminología 
clínica, no sin antes definirla y caracterizarla, 
como una farsa en el ca¡:italismo desarrollado. 
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El capítulo ''Consideraciones del proceso 
penal'' es una confrontación entre norma pro­
cesal penal y Constitución Política del Esta­
do, que permite colegir que hay normas del 
procedimiento penal que son abiertamente con­
trarias a esta. Aunque el ordenamiento proce­
sal penal que se toma como ejemplo es el 
boliviano, para nosotros cobra importancia 
esta confrontación en virtud del fortalecimien­
to del sistema inquisitivo que maneja el nuevo 
Código de Procedimiento Penal colombiano. 

El ensayo siguiente es denominado '' Ac­
tuaciones de la policía judicial y el respeto 
a los derechos humanos''; aquí el autor pare­
ce alentar la esperanza de que la protección de 
los derechos humanos no se haga por medio 
de la ley sino a través del cambio de la situa­
ción socioeconórrñca y política del continente. 

El primer esbozo del proyecto de CoLANzi 
aparece en ''Desideologizar para ideologizar: 
en pos de una criminología latinoamericana''. 
Se introduce aquí el concepto de que no se 
puede acudir a teorías imperialistas ni euro­
centristas para construir una criminología la­
tinoamericana. Se demuestra además que a 
través del derecho penal no se puede homoge­
nizar -léase regir por un mismo ordenamien­
to jurídico- a una sociedad que es económi­
camente heterogénea y yuxtapuesta. 

En ''Delito imposible y doctrina de la segu­
ridad nacional" se hace un recorrido histórico­
doctrinario de las dos figuras en mención, 
para permitir asegurar que "Doctrina de la 
seguridad nacional y delito imposible son una 
misma cosa y el segundo es instrumento de 
la primera, pues ambos atentan contra la se­
guridad nacional: único y supremo bien jurí­
dico tutelado". 

Tenemos en el siguiente ensayo ''Lo indíge­
na: un análisis penal y criminológico", un 
tema de señalada importancia no solo para 
Bolivia (país con mayoría indígena) sino tam­
bién para el resto de "amig~ de infortunio". 
Así, COLANZI indica que el Código Penal bo­
liviano es de fuerte concepción autoritaria y 
se dirige a castigar a quienes no entren en 
el proceso de homogenización a que acuden los 
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gobiernos para encontrar tma sociedad única 
de mercado y de consumo. En tal orden de 
ideas, CoLANZI propone una de estas vías: a) 
que los grupos indígenas no sean regidos por 
leyes ajenas a su cultura; y b) la solución que da 
ZAFFARoNI, esto es, exención por error de co­
nocimiento y comprensión (ausencia de cul­
pabilidad que genera inexistencia de delito). 
Para CoLANZI lo importante es aceptar la di­
versidad para así poder rescatarla. 

El autor presenta en el ensayo final su pro­
yecto para Abya Y ala, no sin antes hacer al­

-gtmas precisiones acerca de la diferencia entre 
la liberación y la Hberalización, colocando su 
proyecto como de libe.ración y no de liberali­
zación, habida cuenta de que hay que partir 
del desmonte de lo que se tiene para formular 
la criminología de Abya Yala. 

Los postulados básicos del proyecto de Co­
LANZI pueden enunciarse asi: 

a. Quebrantamiento del Estado-Nación li­
beral, para fortalecer las naciones existentes 
en los países latinoamaicanos como contra­
punto a una sociedad única. 

b. Implementarla democraciaparticipativa. 
e. Abolir la pena privativa de la libertad 
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y sustituirla por la figura de la compensación; 
esto se explica en la medida que la compensa­
ción significa el hundimienrodel proyecto de 
masificación del mercado lÍilico, además por­
que el equilibrio perdido por causa del delito 
no es resuelto por tal pena sino que más bien 
lo agudiza. 

Empero CoLANZl se ve obligado a recono­
cer que nada de lo anterior es viable sin el 
concurso de la movilización social, pues el 
cambio se genera esencialmente en la socie­
dad civil. Sin embargo no se requiere que sea 
toda la sociedad civil la que se movilice, sino 
solo aquella parte que busque su liberación 
de las condiciones materiales adversas en las 
que vive. 

Como conclusión al trabajo de CoLANZI, 

Nuevo Foro Penal mira con agrado que se 
esté ampliando en los países latinoamericanos 
el debate acerca de un derecho penal y una 
criminología para la liberación, pues el pena­
lista latinoamericano no puede ignorar su rea­
lidad, so p;:na de participar en el genocidio. 

LUis FERNANDO HENA.o JARAMILW 

~edellín, julio de 1992. 

"l,,ostíscnes semm~ 
< dsr Universitat 
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